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Excmo. Sr. General Director de Mutilados.

Madrid, 29 de junio de 1990.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Mando de Personal (Cuartel
General del Ejército).

Madrid, 29 de junio de 1990.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

ORDEN 413/38897/1990, de 29 de junio, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justi­
cia de Madrid, dictada con fecha 24 de enero de 1990, en
el recurso número 2.874/1988-03, interpuesto por don
Valentln Sánchez Rubio.

ORDEN 413/38889/1990, de 29 de junio, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administralivo del Tribunal Superior de Justi­
cia de Madrid, dictada con fecha 26 de marzo de 1990, en
el recurso número 1.850/1986-03, interpuesto por don
Tomás Salinas Serrano.
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20036 ORDEN 413/38888/1990, de 29 de junio, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justi­
cia de Madrid, dictada con fecha 14 defebrero de 1990, en
el recurso número 142/1989-03, interpuesto por don Juan
Pérez Rodrlguez.

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del
Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia
sobre perfección de trienios.
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Madrid, 29 de junio de 1990.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique .Serrano Martínez.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Mando de Personal (Cuartel
General del Ejército).

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del
Ministerio de Defensa 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre
indemnización por residencia eventual.

Madrid, 29 de junio de 1990.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

MINISTERIO DE DEFENSA

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.u de la Orden del
Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia
sobre continuación en el servicio activo.

ORDEN 413/38895/1990, de 29 de junio, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justi­
cia de A1adrid, dictada con fecha 31 de enero de 1990, en
el recurso número 2.627/1987-03, interpuesto por don
Rafael Casas Santero.

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del
Ministerio de Defensa 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre
indemnización por residencia eventual.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. S.
para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 21 de junio de 1990.-EI Director general, José Cándido
Paz-Ares Rodriguez.

por la Ley,. Lleva por ello razón el Registrador cuando señala que el
socio único, para modificar estatutos, debe constituirse en Junta Ge­
neral, sin que pueda hacerlo directamente, actuando como tal socio
único en nombre de' la sociedad. Contra ello no puede oponerse la
imposibilidad de la Junta unipersonal. Si la sociedad es unipersonal,
por fuerza lo será su Junta, que, como señala el artículo 51 LSA,
«quedará válidamente constituida ...» «... cualquiera que sea el número
de los (... ) concurrentes si reprcsentan, por lo menos, la mitad del ca­
pital desembolsado». Ciertamente, en el caso objeto del presente re­
curso, el socio único no sc ha constituido formalmente en Junta Ge­
neral. No obstante, su comparecencia ante Notario puede considerar­
se como una Junta General, de la que el Notario levanta acta. De la
misma forma que instrumentos notariales que reflcjaban los acuerdos
de Juntas Universales celebradas en la Notaría tras la constitución de
la sociedad recogia válidamente los acuerdos adoptados, no debe ne­
garse valor de acta de una Junta General a las manifestaciones reali­
zadas por el socio único -que ncccsariamente también seria Prcsidente
y Secretario de la asamblea- y consignadas en la escritura que docu­
menta los acuerdos sociales. Por ello, cl defecto acusado, de matiz pu­
ramente nominalista, debe perccer, siendo evidente la voluntad dcl so­
cio único de ejercitar la potestad que al universo de accionistas con­
fiere la Ley para decidir por unanimidad cualquier asunto. No
obstante, los Notarios debcn procurar dar al acto una configuración
más precisa, y consignar exprcsamente el caracter dc Junta dc la ac­
tuación del socio único que se desarrolla en su presencia y advertirle
de esta circunstancia al objeto de que dicho acuerdo sc trasladc a los
libros de actas de la sociedad.

Octavo.-Respecto del primero de los extremos de la nota de califi c

cación recurrida, a través del cual se denuncia que no queda debida­
mente acreditado por el compareciente su condición de socio único,
hay que tener en cuenta que, en principio, ninguna norma sustantiva
confia al Notario el control directo dc la legitimación y de los demás
requisitos que son precisos para la valida constitución de la Junta. El
Notario ha de conformarse con lo que certifica el Secretario, respecto
del cual el ordenamiento ni siquiera exige que se halle inscrito en el
Registro Mercantil. Esta deficiente situación, que el derccho nuevo ha
tratado de remediar estableciendo algunas cautelas, determina que
cuando la Junta se celebra directamente ante Notario, tampoco éste
se halla obligado a controlarla legitimación dc los asistentes. Le bas­
ta con consignar en la escritura que el Presidente manifiesta que está
reunido todo el capital. Desde esta perspectiva, cabria sostener que la
simple manifestación del socio único, que cntre otras muchas condi­
ciones reúne la de Presidente y Secretario, y, en el supuesto examina­
do, también la de administrador, es suficiente. Formalmente, por tan­
to, la objeción del Registrador no s~ halla suficientemente fundada.
Debe señalarse, no obstante, que en; el caso especial del socio único
(aunque la observación vale también para las sociedades con pocos
socios y escasamente articuladas) parece que un elemental sentido de
la prudencia aconseja que el Notario adopte algunas cautelas al obje­
to de cercionarse de la verosimilitud de la legitimación; y desde este
punto de vista (y, en general, desde la preocupación que subyace al
articulo 74 RN Y concordantes), parecen suficientes las medidas de
precaución tomadas por el Notario, que tuvo a la vista la escritura
por la que el socio único resultaba nombrado administrador de la so­
ciedad, la póliza del Corredor de Comercio acreditativa de la adquisi­
ción de todas las acéiones, sin nota de otro fedatario alusiva a una
posterior venta de alguna de esas acciones y certificación de los asien­
tos del registro que ponia de manifiesto que no se habia producido
ninguna ampliación de capital posterior. El defecto puesto por el Re­
gistrador (que, en definitiva, reprocha al Notario no haber exigido la
exhibieión de los titilas de las acciones, resulta, en este contexto, exee­
sivo, máxime tratándose de sociedades de escasa envergadura en las
que -según enseña la práctica- no acostumbran a emitirse los títulos.

Noveno.-Finalmente, en cuanto a la afirmación que sc hace en la
nota de que la calificación se realiza con la Conformidad de los de­
más titulares del Registro Mercantil, debe destacarse su improceden­
cia, pues de conformidad con el articulo 4 de la Orden de 26 de no­
viembre de 1986, por la que se dictan normas para la ejecución del
Real Decreto 671/1986, de 21 de marzo, sobre nueva demarcación de
determinados Registros Mercantiles, corresponde a cada Registrador
calificar, bajo su responsabilidad exelusiva, los documentos que le co­
rrespondan, y conocer, también en exelusiva, de todas las incidencias
que se produzcan hasta la total terminación del procedimiento re­
gistra!.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpues­
to, revocando el acuerdo y nota del Registrador.

Sr. Registrador Mercantil de Barcelona.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe/ del Mando de Personal (Cuartel

General del Ejército).


